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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
SALA DE DECISIÓN PENAL
MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticinco (25) de junio de dos mil diez (2010).
                 Aprobado por acta No.0383
                 Hora: 08:05
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor LUIS JAIME CUARTAS MURILLO contra del JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD de la ciudad de Pereira, al considerar vulnerado el derecho a la libertad de aprendizaje, la protección a las personas de la tercera edad, el debido proceso, a la igualdad, la libertad, la legalidad y el derecho a no ser obligado a trabajar.     

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta el señor LUIS JAIME CUARTAS MURILLO, se puede concretar así:

1.1.- Desde noviembre del año pasado solicitó a la autoridad demandada, entre otras cosas, la redención de pena por concepto de estudio.
1.2.- Así mismo el 12-04-10 y 10-05-10 les remitió sendas solicitudes sobre redención de pena, sin que en la providencia se resolviera sobre este específico tema.
El día 11-05-10 el juzgado ejecutor negó la redención sin ningún sustento constitucional o legal, porque en esta decisión el juez reconoció 954 horas de estudio, pero olvidó las horas de abril y mayo que aproximadamente suman 200 horas.  

1.3.- Afirma que la providencia que negó el beneficio se expidió caprichosamente, porque él ha cumplido los requisitos que la Ley 65 de 1993 exige a los condenados para redimir su pena. 
Considera que se están transgrediendo sus derechos fundamentales de la siguiente manera: (i) el derecho a la libertad de aprendizaje, porque no se le reconocen los estudios realizados en quinto de primaria; (ii) el derecho a la protección de las personas de la tercera edad y el derecho a no ser obligado a trabajar, en cuanto se olvidó por completo su condición de adulto mayor y su estado patológico, circunstancias a su vez que no le permitían entrar a trabajar o a estudiar a nivel de Universidad; (iii) el derecho al debido proceso y a la legalidad, toda vez que no se falló de acuerdo con las leyes reguladoras del tema; (iv) el derecho a la igualdad, puesto que en casos similares el mismo funcionario otorgó el beneficio; y (v) el derecho a la libertad, al no concederla por “pena cumplida”. 
1.4.- Explica que a pesar de haber interpuesto el correspondiente recurso, tiene conocimiento que esa decisión de segunda instancia se está demorando 5 o más meses, situación que lo motivó a instaurar la acción de tutela contra decisión judicial para evitar el perjuicio irremediable que le acarrearía la prolongación ilegal de su privación de la libertad.  
2.- CONTESTACIÓN

El  Despacho accionado, hizo uso del traslado del escrito de tutela y contestó:

2.1.- Realizó un recuento de los hechos que motivaron la condena impuesta al señor CUARTAS MURILLO -quien según el acápite de individualización en la sentencia, es abogado-  por el delito de acceso carnal violento con incapaz de resistir.
2.2.- A su modo ver, otorgar la redención de penas por estudio en primaria a una persona que realizó todos sus estudios hasta obtener su título de abogado, sería descontextualizar la naturaleza de la finalidad terapéutica del estudio intramural, la cual aparte de exigir la asistencia presencial al aula requiere el esfuerzo y dedicación del reo; por lo mismo, no se puede pregonar de un profesional del derecho esfuerzo alguno cuando matricula algo tan básico para su alto nivel de educación.

2.3.- A renglón seguido afirma que las anteriores consideraciones reposan en la parte motiva de la decisión atacada, en consecuencia no se avizora la trasgresión de algún derecho fundamental. Procesalmente hablando afirma que existe temeridad en la acción puesto que la decisión en comento se encuentra a la espera de la resolución del recurso de apelación interpuesto por el hoy accionante. 

3.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por cada una de las partes, los cuales obran en el expediente.
4.- Para resolver, SE CONSIDERA

De conformidad con lo reglado en los Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000, en especial este último en su artículo 1º numeral 2º, la Sala es competente para pronunciarse acerca de la tutela presentada, dada la calidad de superior funcional que ostenta respecto del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.

4.1.- Problema jurídico planteado 

Debe determinar el Tribunal en calidad de juez constitucional de tutela de primer grado, la procedencia de este excepcional trámite para atacar la actuación surtida en el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad; luego de lo cual, de ser pertinente, se entrará a establecer si se ha presentado una vulneración de las garantías fundamentales denunciadas como afectadas al señor CUARTAS MURILLO.

4.2.- Solución a la controversia
La Constitución Política de Colombia en su artículo 86, consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que sólo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

4.2.1.- Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales 

Como quiera que la presente acción de tutela está atacando determinaciones adoptadas por autoridades jurisdiccionales, es indispensable estudiar inicialmente lo relacionado con la viabilidad de la acción de tutela para que por su intermedio se revisen decisiones judiciales, para con ello determinar si hay o no lugar a realizar un estudio de fondo al caso concreto
.

En aplicación a las líneas jurisprudenciales trazadas por el máximo órgano constitucional, la verificación previa en relación con la procedencia del mecanismo de protección de derechos fundamentales, se ha tornado común en eventos como el que aquí nos convoca, en el cual se exige que se superen unos requisitos inherentes a ella, tal como se ha venido sosteniendo por el máximo órgano de cierre, básicamente a partir de la sentencia C-590 de 2005, dentro de una postura que busca alejarse del anacrónico concepto de vías de hecho que se utilizó hasta hace algún tiempo y en pos de fijar reglas claras que permitan dilucidar en qué eventos procede de manera excepcionalísima la acción de tutela contra las providencias de los jueces
. 

Al respecto, se tiene establecido:

“Sobre esta modalidad de defectos afirmó esta Corporación:“[e]stos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales involucran la superación del concepto de vía de hecho y la admisión de específicos supuestos de procedibilidad en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales
”. 
Por otro lado, como consecuencia de lo anterior, el ajuste descrito trasciende de lo terminológico a lo conceptual. En primer lugar, se establece como fundamento esencial de las causales de procedibilidad de la acción de tutela contra sentencias, la violación de la Constitución por parte de la providencial judicial examinada. Y segundo, se abandona la verificación mecánica de la existencia de tipos de defectos o de vías de hecho, por el examen material de las mencionadas causales de procedibilidad referente a la idoneidad para vulnerar la Carta de 1991. 

Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional también ha precisado como requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, los siguientes:
Que el asunto objeto de debate sea de evidente relevancia constitucional.

Que se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable.

Que se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental.

Cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en la sentencia objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora.

En la solicitud del amparo tutelar se deben identificar los hechos que generaron la vulneración y los derechos afectados y que se hubiere alegado tal vulneración dentro del proceso judicial, siempre que ello hubiere sido posible.

Que no se trate de sentencias de tutela, por cuanto los debates sobre derechos fundamentales no pueden prolongarse indefinidamente.

No basta, entonces, que la providencia judicial atacada en sede de tutela presente uno de los defectos materiales anteriormente señalados, también se requiere la concurrencia de los requisitos de procedibilidad definidos por la jurisprudencia de esta Corporación para que prospere la solicitud de amparo constitucional.
 (negrillas fuera de texto).
En relación con los requisitos especiales de procedibilidad, la Corte, en la referida sentencia, expresó:
 
“... para que proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se presente, al menos uno de los vicios o defectos que adelante se explican.
 
“a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello.
 
“b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.
 
“c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.
 
“d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales[9] o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión.
 
“f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.
“g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.
“h. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado.[10]
“i. Violación directa de la Constitución.
“Estos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales involucran la superación del concepto de vía de hecho y la admisión de especí6cos supuestos de procedebilidad en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales.”
Queda claro entonces que el trámite tutelar no estaría llamado a prosperar cuando se instaure contra una providencia judicial; no obstante, de manera excepcional y como bien lo advierte la H. Corte Constitución, podría ser viable siempre y cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, lo cual no ocurre en el presente caso porque el señor CUARTAS MURILLO presentó el recurso de apelación contra la decisión que negó la redención de pena por estudio, y éste aún no ha sido resuelto.
Contrario a lo argumentado por el actor, para esta Magistratura no puede hablarse de perjuicio irremediable por privación injusta de la libertad, por cuanto su detención se sustenta en providencias expedidas por el juez competente, las cuales han sido debidamente motivadas y notificadas, lo que ha garantizado el respeto por el debido proceso y la doble instancia; por ello, debe esperarse a que la segunda instancia se supere, sin que tampoco sea válido el argumento respecto a que por la congestión judicial el superior se está demorando más de cinco (5) meses en resolver, dado que se trata de una suposición de su parte carente de fundamento para el caso específico y que de llegar a suceder tendría que ser alegado en el escenario jurídico que le es propio.
Basten los anteriores argumentos para asegurar que no se reúnen los presupuestos de la acción de amparo propuesta y por lo mismo se impone declarar su improcedencia.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor LUIS JAIME CUARTAS MURILLO, de conformidad con la parte motiva de la providencia.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la         H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� Un análisis detallado de la evolución jurisprudencial en este tema, se puede ver por ejemplo, en la sentencia T-082 del 08-Feb-2007, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� C-590 de 2005.


� Sentencia T-102 del 16-02-2006, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.
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